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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 63/2021/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: *********. 
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS; Y DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL, AMBAS AUTORIDADES PERTENECIENTES A LA SECRETARÍA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a uno de septiembre de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 63/2021/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintidós de enero de dos mil veintiuno, compareció el C. *********, por propio derecho, para demandar la nulidad de la resolución por medio de la cual, se establecen los conceptos de: a) “Multas”, b) “Multa Req.” ambas, respecto al control vehicular de los ejercicios 2018, 2019 y 2020, cada una por la cantidad total de $*********; y c) “G. de Ejec.” (Gastos de ejecución), por el mismo concepto de control vehicular en cantidad total de $*********, resolución respecto de la cual, el actor manifiesta desconocer en términos del numeral 236 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, señalando el siete de enero del presente año como la fecha en que tuvo conocimiento de los citados conceptos que controvierte.
II.- Por acuerdo de diez de marzo de dos mil veintiuno, previo cumplimiento al requerimiento formulado en auto de veintiséis de enero del mismo año, se admitió a trámite la demanda; y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las trece horas del día diez de agosto del presente año, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción III, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades fiscales estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la determinación de diversas obligaciones fiscales (multas y gastos de ejecución).
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se alude la determinación de accesorios de las contribuciones (Derechos de control vehicular), respecto al vehículo *********, *********, 2 puertas, Modelo *********, con números de serie ********* y Placas de Circulación *********, cuyo propietario y quien realizó el pago correspondiente lo es el C. *********, lo que se acredita con el documento denominado “LIQUIDACIÓN DE ADEUDO” con número de folio 2228974 y fecha de impresión 07 de enero de 2021, así como con el respectivo comprobante de pago con número de referencia 26100522897426127242 y fecha de operación 07 de enero de 2021, de las cuales obra una reproducción a folios 026 y 027 del presente sumario, respectivamente, en relación con la confesión expresa de las enjuiciadas en el sentido siguiente: “Respecto al hecho señalado como antecedente número “2”, es CIERTO que con fecha 7 de enero de 2021, realizo el pago de derechos de control vehicular respecto del vehículo MARCA *********, línea *********, 2 puertas, placa *********, número de serie *********, modelo *********” –visible en autos a folio 044-, la cual hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado; es inconcuso que cuenta con interés jurídico, y por ende con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. *********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación de las Direcciones de Ingresos y Recaudación y Política Fiscal de la precitada Secretaría, éstas últimas autoridades demandadas, quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a folios 056 y 057 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

TERCERO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 04 al 015 del expediente en que se actúa, así como los correlativos a folios 067 al 069 del escrito de ampliación, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte de la actora en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de sus conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR.

Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Al respecto, las autoridades demandadas invocan como causal de improcedencia del juicio la prevista en el artículo 228, fracción X del Código Procesal Administrativo para el Estado, señalando sustancialmente que el acto que pretende anular el impetrante, consistente en “…el pago de derechos de control vehicular…”, no encuadra en ninguna de las hipótesis de procedencia estipuladas en la Ley, ya que se trata de un simple pago y no un crédito fiscal, o una resolución que ponga fin a procedimiento alguno, ni ha llevado a cabo un procedimiento administrativo de ejecución al respecto; lo anterior, con apoyo en la jurisprudencia XXI.2o.P.A.J/8, emitida por Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal Y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, cuyo rubro es: “TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL RECIBO QUE ACREDITA SU ENTERO NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE IMPUGNA EL ACTO DE APLICACIÓN DE LA LEY RELATIVA.”; y por tanto, procede el sobreseimiento del juicio conforme a lo dispuesto en el numeral 229, fracción II del mismo ordenamiento legal.

A juicio de la Primera Sala Unitaria, la causal de improcedencia hecha valer por las autoridades demandadas es inoperante, en atención a las siguientes consideraciones:

Cabe precisar, que el actor combate la resolución por medio de la cual, se determinaron los conceptos de: a) “Multas”, b) “Multa Req.” y c) “G. de Ejec.” (Gastos de ejecución), misma que manifestó desconocer en términos del artículo 236 del Código Procesal Administrativo para el Estado, señalando que los referidos conceptos los conoció a través del documento denominado “LIQUIDACIÓN DE ADEUDO”, con número de folio 2228974 y fecha de impresión 07 de enero de 2021.
En congruencia con lo anterior, en el auto admisorio de diez de marzo de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda únicamente en contra de la referida resolución que el actor manifestó desconocer y en la cual se determinaron los conceptos en comento.

Ahora bien, las autoridades demandadas plantean la improcedencia del presente juicio, con relación al documento denominado “LIQUIDACIÓN DE ADEUDO” con número de folio 2228974, toda vez que no se trata de un crédito fiscal o una resolución que ponga fin a un procedimiento, y sólo “…demuestra el pago de los accesorios consistentes en la multa por cumplimiento extemporáneo, multa por requerimiento y gastos de ejecución…”, por lo que no constituye una determinación de autoridad, pues dicho recibo es una simple constancia que acredita la entrega que realizó el hoy actor de una cierta cantidad de dinero en cumplimiento a una obligación fiscal que como contribuyente tenía a cargo, es decir, dicho acto no fue emitido en ejercicio de sus facultades y únicamente tiene el carácter de documento idóneo para comprobar el cumplimiento de la obligación tributaria en cuestión.
En ese tenor, si bien es verdad que es criterio reiterado del Poder Judicial de la Federación, que los recibos de pago de un tributo no constituye un acto de autoridad, pues lo único que acreditan es la existencia de un acto de autoaplicación de la ley relativa, por ende, los recibos de pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos solamente constituyen el medio idóneo para acreditar el cumplimiento de la obligación correspondiente, pero no un acto de autoridad imputable a la autoridad fiscal, tal como se dilucida en la Jurisprudencia 2a./J. 182/2008, emitida por la Segunda Sala del Alto Tribunal de la Nación, cuyo rubro es: “TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL RECIBO DE PAGO RELATIVO NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.”; también cierto lo es, que las enjuiciadas soslayan que en el auto admisorio de demanda, no fue considerado como acto impugnado el multicitado documento denominado “LIQUIDACIÓN DE ADEUDO” con número de folio 2228974, sino la diversa resolución que el actor manifestó desconocer y en la cual se determinaron los conceptos de: a) “Multas”, b) “Multa Req.” y c) “G. de Ejec.” y que, precisamente, se enuncian en el referido documento emitido a través del Sistema de Pagos Electrónicos que llevan a cabo las autoridades; de ahí lo inoperante de la causal de improcedencia en estudio, al pretender las autoridades demandadas la improcedencia del juicio respecto de un acto por el cual no fue admitida la demanda, pues es inconcuso que las causales previstas en los artículos 228 y 229 del Código en cita, únicamente pueden operar respecto de actos que forman parte de la litis, lo cual en la especie no acontece con relación al manifestado documento denominado “LIQUIDACIÓN DE ADEUDO” en cuestión, como injustificadamente pretenden hacer valer las enjuiciadas.
Bajo esa tesitura, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan otras causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Por cuestión de método, en términos de lo dispuesto por el cuarto párrafo del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se procede al estudio de los argumentos expresados por el actor en su escrito de demanda en el capítulo denominado “IV.- LA RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA”, en donde manifiesta lo siguiente:

“Acompaño como prueba de mi parte la línea de captura de fecha 07 de enero de 2021, en donde se acredita indiciariamente la existencia de la “multa”, “multa req” y “G. ejec.”, cuya existencia legal niego lisa y llanamente recayendo el(sic) todo caso la carga de la prueba en las autoridades demandadas para que demuestren su legal existencia, su legal notificación y me sean dados a conocer, en el entendido de que si la autoridad no cumple cabalmente con esta obligación procesal solicito a esta Sala Unitaria se decrete su nulidad lisa y llana y como restitución se ordene la devolución a mi favor de los importes pagados por estos conceptos.”
(Énfasis añadido)

Por su parte, el encargado de la defensa jurídica de las autoridades demandadas, al formular su contestación de demanda, no desvirtuó lo sostenido por su contraparte.

Analizados los argumentos vertidos por las partes, en relación con las constancias que integran el juicio que nos ocupa, esta Primera Sala Unitaria considera que los argumentos de la parte actora en estudio resultan fundados, y suficientes para provocar la nulidad de la resolución impugnada, en atención a las siguientes consideraciones:

Conforme a los artículos 16 de la Constitución Federal y 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de fundamentación y motivación, los cuales imponen a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, así como señalar, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración para emitir el acto, de manera que exista adecuación entre los motivos expresados y las normas que se aplicaron.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.

Precisado lo anterior, en el auto admisorio de diez de marzo de dos mil veintiuno, se tuvo como acto controvertido el consistente en la resolución por medio de la cual, se determinaron al hoy actor los conceptos de: a) “Multas”, b) “Multa Req.” y c) “G. de Ejec.” (Gastos de ejecución), misma que manifestó desconocer en términos del artículo 236 del Código Procesal Administrativo para el Estado, señalando que los referidos conceptos los conoció mediante el documento denominado “LIQUIDACIÓN DE ADEUDO” con número de folio 2228974 y fecha de impresión 07 de enero de 2021, emitido a través del Sistema de Pagos Electrónicos que llevan a cabo las autoridades demandadas, en el cual se desglosa la liquidación del adeudo de control vehicular a cargo del hoy demandante.
Ahora bien, el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente

“Los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales. Sin embargo, dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos, que la negativa implique la afirmación de otro hecho.” 

Del precepto transcrito, se desprende un sistema de cargas procesales, conforme al cual, en primer término, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales, se presumen ajustados a derecho y la obligación de desvirtuar dicha presunción de legalidad corre a cargo de la parte actora; salvo que esta última niegue lisa y llanamente los hechos que los motivan, hipótesis en la que corresponderá a las autoridades probarlos y entonces, el actor demostrará ahora su ilegalidad.

Por otro lado, los artículos 236, fracción II y 237, fracción III del Código Procesal Administrativo para el Estado, disponen lo siguiente:

“ARTÍCULO 236. Cuando se alegue que la resolución administrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre que se trate de las impugnables en el juicio, se estará a las reglas siguientes:

…

II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su ejecución. 

En este caso, al contestar la demanda, la autoridad acompañará constancia de la resolución administrativa y de su notificación, mismas que el actor deberá combatir mediante ampliación de la demanda, y

(…)”
“ARTÍCULO 237. La demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en los casos siguientes:

…

III. En los casos previstos en el artículo 236 de este Código;

(…)”
Porciones normativas preinsertas, que recogen el sistema de cargas procesales previsto por el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, estableciendo que cuando un particular manifiesta desconocer el acto administrativo que pretende impugnar, así deberá expresarlo en su escrito de demanda, señalando la autoridad a la que le imputa el acto, su notificación o ejecución; lo que genera la obligación a cargo de la autoridad correspondiente de exhibir al contestar la demanda, el acto administrativo de que se trate y las constancias de su notificación, para que el actor tenga oportunidad de combatirlos en la ampliación de la demanda; débito procesal que en la especie no fue cumplido por las enjuiciadas.

En efecto, pues la parte actora negó lisa y llanamente la existencia de la resolución determinante de los multicitados conceptos de: a) “Multas” y b) “Multa Req.” y c) “G. de Ejec.”, los cuales conoció mediante el documento denominado “LIQUIDACIÓN DE ADEUDO” con número de folio 2228974, emitido a través del Sistema de Pagos Electrónicos que llevan a cabo las autoridades demandadas, solicitando le fuera dada a conocer en esta instancia junto con su legal notificación.

Al respecto, el encargado de la defensa jurídica de las autoridades demandadas, si bien manifestó lo siguiente: “El actor realizó el pago de control vehicular el día 7 de enero de 2021, respecto a los años 2018, 2019, 2020 (…), se le aplicaron las sanciones previstas en los artículos 9, 10, 11, 153, fracción V y 154 fracción IV del Código Fiscal del Estado…” y “La multa se impuso por no haber cumplido con sus obligaciones dentro de los primeros tres meses de cada año, por lo que el actor se ubicaba en las hipótesis de cumplimiento extemporáneo y no espontaneo, y en ese sentido, encuadra en las hipótesis previstas en los artículos 153 fracción I y 154 fracción I, del Código Fiscal del Estado para imponerle las sanciones pecuniarias que ahora controvierte”, confesión expresa que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y de donde se advierte el reconocimiento de las propias enjuiciadas respecto a la imposición o determinación de las referidas sanciones al hoy actor, enunciadas en el documento denominado “LIQUIDACIÓN DE ADEUDO” con número de folio 2228974; lo cierto es que, omitió exhibir la resolución correspondiente y sus constancias de notificación, por ende, no prueban la legal emisión y notificación de la resolución por medio de la cual, se establecen los conceptos a debate, en las cantidades consignadas, según, el desglose del adeudo de control vehicular a cargo del hoy demandante emitido a través del referido Sistema de Pagos Electrónicos, lo cual contraviene lo dispuesto en los artículos 16 de la Constitución Federal y 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, pues como se dilucidó en párrafos precedentes, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de fundamentación y motivación.
En las condiciones relatadas, esta Juzgadora no puede sino concluir que en la presente instancia, las autoridades demandadas fueron incapaces de acreditar la legal existencia de la resolución determinante de los conceptos de: a) “Multas”, b) “Multa Req.” y c) “G. de Ejec.” antes precisados y sus constancias de notificación, que el actor manifestó desconocer, y que incluso las propias autoridades reconocen que consisten en: “…multa por cumplimiento extemporáneo, multa por requerimiento y gastos de ejecución...”, respectivamente, lo que no le permitió a aquel conocer y combatir los fundamentos y motivos que la sustentaron vía ampliación de demanda, no obstante que dichas enjuiciadas contaban con la carga procesal para tales efectos de conformidad con lo dispuesto por los artículos 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, 236, fracción II y 237, fracción III del Código Procesal Administrativo para el Estado; omisión que conlleva, por sí misma, la ilegalidad de la resolución impugnada por carecer de los requisitos de fundamentación y motivación a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; actualizándose de esa manera la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, siendo entonces procedente con fundamento en el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, declarar la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución por medio de la cual, se establecieron los referidos conceptos atribuida a las autoridades demandadas, misma que el actor manifestó desconocer, sin que aquellas acreditaran su legal existencia.
Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 209/2007, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:

Registro digital: 170712

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 209/2007

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Diciembre de 2007, página 203

Tipo: Jurisprudencia

“JUICIO DE NULIDAD. SI EL ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO, LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA DEBE EXHIBIR CONSTANCIA DE ÉSTE Y DE SU NOTIFICACIÓN. Si bien es cierto que el artículo 68 del Código Fiscal de la Federación contiene el principio de presunción de legalidad de los actos y las resoluciones de las autoridades fiscales, también lo es que el propio precepto establece la excepción consistente en que la autoridad debe probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente. De ahí que el artículo 209 bis, fracción II, del indicado Código, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido sustancial reproduce el artículo 16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) disponga que, cuando el actor en el juicio contencioso administrativo niegue conocer el acto administrativo impugnado, porque no le fue notificado o lo fue ilegalmente, así lo debe expresar en su demanda, señalando la autoridad a quien atribuye el acto, su notificación o su ejecución, lo que genera la obligación a cargo de la autoridad correspondiente de exhibir al contestar la demanda, constancia del acto administrativo de que se trate y de su notificación, para que el actor tenga oportunidad de combatirlos en la ampliación de la demanda. Lo anterior, porque al establecerse tal obligación para la autoridad administrativa, el legislador previó la existencia de un derecho a favor del contribuyente, a fin de que durante el procedimiento contencioso administrativo se respete su garantía de audiencia y, por ende, los principios de certidumbre y de seguridad jurídica de los que debe gozar, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, evitando así que quede sin defensa ante la imposibilidad legal de combatir actos autoritarios de molestia de los que argumenta no tener conocimiento, máxime que según lo ha sostenido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al interpretar los artículos 207 y 210 del mismo ordenamiento fiscal, el Magistrado instructor, al acordar sobre la admisión del escrito por el que se contesta la demanda de nulidad, debe otorgar a la actora el plazo de 20 días para ampliarla, pues de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión al proscribir su derecho a controvertir aquellas cuestiones que desconoce o que la demandada introduce en su contestación.”
Contradicción de tesis 188/2007-SS. Suscitada entre el Primero y Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 10 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado Durán.

Tesis de jurisprudencia 209/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de noviembre de dos mil siete.

(Énfasis añadido)

De igual manera, por analogía, resulta ilustrativa la Jurisprudencia 2a./J. 173/2011 (9a.), sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 4,  Pág. 2645, del tenor siguiente:
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO NO SE ACREDITA EN EL JUICIO RESPECTIVO LA EXISTENCIA DE LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS IMPUGNADAS DEBE DECLARARSE SU NULIDAD LISA Y LLANA. Ha sido criterio de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que si en el juicio contencioso administrativo federal el actor manifiesta en su demanda desconocer el acto administrativo impugnado, es obligación de la autoridad demandada exhibir constancia de su existencia y de su notificación al momento de contestarla, con la finalidad de que aquél pueda controvertirlas a través de la ampliación correspondiente; por tanto, si la autoridad omite anexar los documentos respectivos en el momento procesal oportuno, es indudable que no se acredita su existencia, omisión que conlleva, por sí, la declaratoria de nulidad lisa y llana de las resoluciones impugnadas por carecer de los requisitos de fundamentación y motivación a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Contradicción de tesis 169/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Noveno, Décimo Quinto y Décimo Séptimo, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 13 de julio de 2011. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Armida Buenrostro Martínez.

Tesis de jurisprudencia 173/2011 (9a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil once.

(Énfasis añadido)

A mayor abundamiento, el actor sostiene que llevó a cabo el cumplimiento espontaneo de su obligación al realizar el pago de control vehicular, entre otros, relativo a los ejercicios 2018, 2019 y 2020, sin que mediara requerimiento o solicitud alguna por parte de la autoridad, por lo que se configura a su favor, la prerrogativa establecida en el artículo 146 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, el cual dispone que no se impondrá multa cuando el contribuyente cumpla espontáneamente con su obligación, aun cuando sea fuera del plazo establecido para ello.

Al respecto, con los documentos exhibidos por la parte actora, consistente en el documento denominado “LIQUIDACIÓN DE ADEUDO” con número de folio 2228974 y fecha de expedición “07/01/2021”, emitido a través del Sistema de Pagos Electrónicos que llevan a cabo las autoridades demandadas, así como con el comprobante de pago con número de referencia 26100522897426127242 y fecha de operación “07/01/2021”, de los cuales obra una reproducción a folios 026 y 027 del expediente en que se actúa; aunado a la manifestación expresa de las demandadas en el sentido de que “La multa se impuso por no haber cumplido con sus obligaciones dentro de los primeros tres meses de cada año…”, de donde se colige que se le atribuye al impetrante el incumplimiento de su obligación tributaria de mérito al no haber hecho el pago respectivo dentro de los primero tres meses de cada año, tal y como lo dispone el artículo 64, fracción V de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí (El pago de derechos por la dotación de calcomanía anual a vehículos con tarjeta de circulación vigente); se acredita que el hoy actor cumplió con el referido pago por derechos de control vehicular relativos a los ejercicios 2018, 2019 y 2020, aunque en forma extemporánea, por lo que es preciso determinar si como aduce el enjuiciante, cumplió tales obligaciones de manera espontánea, en términos de lo dispuesto por el artículo 146 del Código Fiscal del Estado, el cual establece lo siguiente:

“ARTICULO 146.- No se impondrán multas cuando el contribuyente o responsable solidario cumpla espontáneamente con su obligación, aún cuando sea fuera del plazo. Se considera espontáneo el cumplimiento cuando la omisión es corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento; así como, antes de que se notifique el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad. También se considera espontáneo el cumplimiento que se haga dentro de los quince días siguientes a la presentación del dictamen de contador público registrado, en el que se haga constar el incumplimiento en cuestión, en su caso.

(…).”
Del precepto transcrito, se desprende que las autoridades fiscales no podrán imponer multa alguna a los contribuyentes, cuando estos cumplan de manera espontánea con las obligaciones a su cargo, esto es, cuando cumplan fuera de los plazos señalados en la ley, entre otros supuestos, siempre y cuando la omisión sea corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida o el requerimiento para su cumplimiento.

De esa guisa, el cumplimiento espontáneo de las obligaciones fiscales implica que el contribuyente de voluntad propia y sin que medie requerimiento alguno de la autoridad fiscal, subsane las omisiones en las que incurrió o cumpla con las obligaciones a su cargo aún y cuando esto lo realice fuera de los plazos establecidos en la ley, esto es, la conducta reparadora debe ser consecuencia del libre albedrío del contribuyente y no así derivar de la actuación coactiva de la autoridad fiscal.

Con base en los elementos descritos con antelación, a juicio de esta Juzgadora en el presente asunto, se acredita que el actor cumplió espontáneamente con la obligación a su cargo prevista en el artículo 64, fracción V de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que el pago por el referido derecho de control vehicular, correspondiente a los ejercicios 2018, 2019 y 2020, lo realizó el 07 de enero de 2021, esto es, antes de la notificación de la resolución correspondiente o de algún requerimiento por parte de la autoridad fiscal, pues de autos no se advierte dicha circunstancia, es decir, que las autoridades demandadas hayan notificado al hoy impetrante la resolución en la que se determinara la obligación incumplida o requerimiento para su cumplimiento; actualizando con ello la hipótesis relativa a la configuración del cumplimiento espontáneo prevista en el artículo 146 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
Robustece lo anterior, la manifestación expresa de las autoridades demandadas en el sentido de que “...el actor realizó de manera voluntaria el pago electrónico correspondiente a control vehicular del(sic) ejercicios fiscales 2018, 2019, 2020 y 2021, así como se desprende del recibo de pago con número de folio 2228974 de fecha 7 de enero de 2021, toda vez que no medio requerimiento alguno por parte de esta autoridad.”, confesión expresa que hace prueba plena en su contra de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado; de ahí que no pueda proceder determinación alguna respecto de los conceptos a debate consistentes en: a) “Multas” (Multa por cumplimiento extemporáneo) y b) “Multa Req.” (Multa por requerimiento) ambas, respecto al control vehicular de los ejercicios 2018, 2019 y 2020, cada una por la cantidad total de $*********.
Asimismo, respecto al concepto identificado como “G. de Ejec.” (Gastos de ejecución), por el mismo concepto de control vehicular en cantidad total de $*********, son las propias enjuiciadas quienes también confesaron expresamente que al respecto no han llevado a cabo un procedimiento administrativo de ejecución, lo cual también hace prueba plena en su contra de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, por ende, es acertada la apreciación del impetrante, al sostener que no se actualizó ningún supuesto previsto para que se generara el cobro correspondiente al pago por el referido concepto, pues en términos del artículo 13 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, los gastos de ejecución, son los que genera la activación y aplicación del procedimiento administrativo de ejecución, luego si en la especie no se acreditó la existencia de éste último, es inconcuso que resulta improcedente cualquier determinación por dicho concepto; de ahí que tampoco pueda proceder determinación alguna respecto del concepto a debate consistentes en: “G. de Ejec.” en mención.
Al ser fundados los conceptos de impugnación previamente analizados, esta Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado,

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”
Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.”

En otro aspecto a efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 252 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y toda vez que se encuentra acreditado que el hoy actor*********, el 07 de enero 2021, realizó el pago de los conceptos a debate derivados de la actuación declarada ilegal, ante la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con el recibo con número folio 2228974 y comprobante de pago con número de referencia 26100522897426127242, de los cuales obra una reproducción a folios 026 y 027 del expediente en que se actúa, erogación que, en virtud de la ilegalidad decretada se considera que la parte actora no estaba obligada a resentir; en consecuencia, se ordena a la referida autoridad demandada, para que por conducto de quien corresponda, proceda a realizar todas las gestiones necesarias para reintegrar al C. *********, la cantidad total de $*********(********* 00/100 M.N.), que pago por los conceptos de: a) “Multas” ($*********); b) “Multa Req.” ($*********) y c) “G. de Ejec.” ($*********), sin soslayar que la cantidad a devolver correspondiente, deberá actualizarse en los términos del artículo 9° del Código Fiscal del Estado.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución impugnada, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo, y para los efectos precisados en la última parte de esta resolución.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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